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INTRODUCCIÓN







 

 

El hilo que une estos ensayos es el género: una conceptualización que implica una comprensión distinta sobre la condición humana y que permite eliminar ideas y prácticas discriminatorias. Existe gran confusión con el término género, pues en él se cruzan homónimos con distinto significado. Mientras que en inglés genre se refiere a la clase, especie o tipo a la que pertenecen las cosas, gender tiene una acepción que apunta directamente a la diferencia sexual; pero esos dos conceptos distintos, genre y gender, en español se traducen como género. Además hoy, a la tradicional acepción de gender, que es sinónimo de sex y nombra al sexo biológico, se suma una nueva acepción homónima, y así gender también alude a un proceso cultural que asigna de manera jerarquizada lugares sociales, identidades y cánones de comportamiento en función de la simbolización que realiza de la diferencia sexual. Así, con el término género es posible referirse a tres cosas distintas: 1) al género clasificatorio (como en género literario); 2) al sexo (como en la acepción original de gender), y 3) al conjunto de creencias, prácticas y mandatos culturales que establecen una división simbólica entre lo “propio” de los hombres (lo masculino) y lo “propio” de las mujeres (lo femenino), con la nueva acepción de gender.

Tal vez para comprender con más claridad a qué se refiere esta tercera acepción de género valga la pena recordar que, aunque la diferencia sexual (o sea, la anatomía de mujeres y hombres) es igual en los países escandinavos, musulmanes y latinoamericanos, el género, o sea lo que dichas culturas han simbolizado como lo propio de unas y otros, es totalmente distinto. Entender el género como una simbolización cultural que tiene efectos en la psique humana permite captar el proceso de construcción de sentido y significado en los seres humanos. Estas creencias culturales sobre “lo propio” de cada sexo impactan en la manera en que se trata a las personas, por lo que mucha de la discriminación, opresión y estigmatización tiene que ver precisamente con las representaciones culturales del género, que se quedan cortas ante la pluralidad de combinaciones existentes. De ahí el surgimiento de movimientos sociales de personas que transgreden los esquemas tradicionales de qué es ser mujer y qué hombre, que denuncian su marginación y exigen una revisión radical sobre las ideas de género.

En la actualidad, el paradigma hegemónico sobre la condición humana plantea que hay únicamente dos tipos de seres humanos —mujeres y hombres—, mientras que otras formas de ser, algunas atípicas pues su género no se corresponde con ser biológicamente hembra y macho, o porque su orientación sexual es distinta, quedan excluidas o estigmatizadas. Sorprende ver que, a pesar del avance en el conocimiento de la condición humana, en la sociedad persiste la dificultad para reconocer que ni la identidad de las hembras y de los machos humanos ni sus deseos sexuales se derivan de su anatomía, sino de sus elaboraciones psíquicas y del significado que adquieren éstas en interacciones sociales concretas. Ya Norbert Elias (1989) señaló que los procesos de subjetivación no son el resultado de una transformación súbita en el psiquismo de las personas, y que las maneras de sentir y las formas de representación psíquica están vinculadas con la cultura y el momento histórico. Por eso es necesario situar los cambios de género, o sea, de simbolizaciones de la diferencia sexual, en el contexto de las transformaciones provocadas por el capitalismo tardío, que reformulan profundamente la vida cotidiana y las representaciones identitarias de los sujetos debido a la voracidad consumista del neoliberalismo y también a los procesos de democratización. Este cambio de mentalidades, alentado por las conexiones globalizadas de la comunicación transnacional, tiene en el cuerpo, y específicamente en su sexuación, un referente esencial.

Estos ensayos dan cuenta de la forma en que he intentado aclararme una de mis obsesiones políticas e intelectuales: ¿por qué la diferencia sexual se traduce en desigualdad social? Al buscar la vinculación entre el cuerpo, el sexo y la política me he topado con que la confluencia de ciertos cambios sociohistóricos y de nuevas condiciones psicosociales está perfilando nuevas categorías de seres humanos. Por eso el género y la sexualidad se han vuelto ámbitos de intensas luchas por legitimar significados distintos a los tradicionales. Además, el proceso sociohistórico actual alienta una reivindicación moderna —el derecho a decidir sobre el propio cuerpo—, lo que ha tenido consecuencias en una sociedad con aspiraciones democráticas, como la nuestra. Así, pese a la persistencia del sexismo, la homofobia y la transfobia, ciertos cambios legislativos han ocurrido en la ciudad de México: matrimonio entre personas del mismo sexo, ley de identidad de género para personas transexuales, despenalización del aborto. Tal parece que es menos complicado modificar ciertas leyes que transformar la perspectiva de interpretación sobre las cuestiones que les atañen.

Toda persona mira el mundo desde una propia e irreductible perspectiva. La mía es la de una antropóloga y, al mismo tiempo, la de una activista feminista. Por eso estos ensayos son también una toma de posición política, que busca contribuir al respeto de los derechos de todos los seres humanos, con indiferencia de su aspecto físico, sus prácticas sexuales y su identidad psíquica. Con estos ensayos pretendo ofrecer argumentaciones e informaciones que sirvan para revisar una determinada simbolización de “lo propio” de las mujeres y “lo propio” de los hombres que produce dolor e injusticia.

No suelo releer lo que escribo después de publicado. Para esta antología he tenido que hacerlo y me he topado con cuestiones que hoy formularía de otra manera. Sin embargo, preferí mantener lo más posible la forma original de los ensayos, excepto cuando era necesaria cierta puesta al día de información. Explicaré a continuación las modificaciones al mismo tiempo que daré un breve contexto de cómo los escribí.

En el primer ensayo, “La bioética: proceso social y cambio de valores”,1  intenté mostrar la falacia de cierto relativismo cultural y resaltar cómo los enfoques que postulan la existencia de valores éticos absolutos (deontológicos) tienden a privilegiar la moral tradicional en demérito del bienestar de las personas. Sostengo la importancia de la perspectiva de la bioética laica para la discusión en torno a temas que antes se consideraban, de manera exclusiva, desde los dominios de la ciencia pura o la moral tradicional. Más allá del dogma religioso con el que se suele prohibir cualquier intervención humana en los procesos de vida, existe una postura ética que permite abordar, desde la responsabilidad de cada ciudadano, asuntos como la interrupción del embarazo, la eutanasia e incluso el uso de células madre en la investigación. Para esta compilación actualicé el ensayo original al incorporar, entre otras cuestiones, la creación del Colegio de Bioética y su papel durante el proceso de despenalización del aborto en el Distrito Federal, la reacción de la derecha ante ese suceso y la postura de la Academia Mexicana de Ciencias.

El segundo, “Orientación sexual, familia y democracia”,2  aborda los casos de las reformas legales que permiten a las parejas homosexuales en Francia y España casarse y adoptar hijos. Son distintos los procesos ocurridos en esos dos países que comparten una raigambre cultural católica y en donde la participación de los colectivos de lesbianas y gays fue notable. En Francia la intelectualidad se implicó en un amplio debate sobre el orden simbólico y la diferencia sexual, mientras que en España la discusión se dio en torno a la aplicación del principio de no discriminación. En Francia se ventilaron argumentos del psicoanálisis, la antropología y la sociología, mientras que el gobierno socialista en España no pretendió apoyarse en opiniones de “expertos” para legitimar una decisión antidiscriminatoria, pasó por alto la dura resistencia católica e impuso sus principios igualitarios, y así confirmó que, aunque la función política del debate intelectual es ampliar la deliberación democrática, la decisión final compete a los representantes de los ciudadanos. Cuando este ensayo se publicó por primera vez todavía no se legislaba el matrimonio en Francia, así que ahora incorporé la información sobre cómo finalmente, con la llegada de los socialistas, el cambio ocurrió en 2013.

“Las putas honestas, ayer y hoy”3  trata de uno de los temas que más me han interesado: la situación y los dilemas de las trabajadoras sexuales. En 1998, cuando fui invitada a impartir clases en el Instituto Tecnológico Autónomo de México (ITAM), surgió el tema de que no era suficiente mi carta de pasante de la maestría en Etnología y tuve que avocarme a titularme. Lo hice en 2000 con una investigación sobre “La marca del género: trabajo sexual y violencia simbólica”. En este texto abordo las actitudes sobre el comercio sexual en distintos momentos de la historia de México, desde la época prehispánica y el virreinato hasta nuestros días. Hablo de mi investigación, analizo las actitudes sociales ante las trabajadoras sexuales y sus clientes, y me centro sobre un punto clave: de qué manera el estigma funciona como una forma de violencia simbólica, que las propias trabajadoras se aplican. Este ensayo incluye unos párrafos aparecidos en “El fulgor de la noche”, otro ensayo previo sobre el mismo tema.4 

La despenalización del aborto ha sido uno de los ejes fundamentales de mi activismo feminista. Cuando ingresé en el movimiento tenía 23 años, un hijo deseado y nunca había abortado; sin embargo, la problemática me interesó porque entendí que la libertad de decidir es una cuestión básica para que las mujeres puedan ejercer su autonomía en distintos campos: laboral, político, familiar. En “La batalla por el aborto”5  trato de dar un panorama histórico sobre el proceso para lograr la despenalización que se consiguió en 2007 en el Distrito Federal. Relato algunos de los embates de diversos grupos de derecha y el Vaticano, y explico cómo las agrupaciones feministas y de izquierda tuvieron que replantear su estrategia para la defensa del derecho de las mujeres a decidir sobre su cuerpo. Doy cuenta de hechos emblemáticos, como el “caso Paulina” en Mexicali, que mostró el horror de hasta dónde se puede llegar cuando se establece la primacía de un principio moral absoluto, sin respetar el deseo y la decisión legal de una adolescente violada y embarazada. Concluyo subrayando cómo el trabajo sostenido de muchas personas, junto con la voluntad política de legisladores que reconocían la postura progresista de la mayoría de la ciudadanía en la ciudad de México, logró tal avance democrático.

A continuación, en “Biotecnología y ciudadanización”,6  doy cuenta de una investigación que hice para la UNAM sobre el impacto que tuvo el método de aborto con medicamento en el personal del GDF que atiende la Interrupción Legal del Embarazo. Relato cómo la decisión de la Secretaría de Salud del Distrito Federal de introducir esa biotecnología de interrupción del embarazo instauró la posibilidad de una relación distinta con las usuarias del servicio, quienes toman la interrupción en sus manos. Todo ello ha implicado un nuevo grado de conciencia sobre el ejercicio ciudadano de la libertad reproductiva.

En el ensayo “Transexualidad: ¿el estudio de lo extraño?”7  exploro la forma y los conceptos empleados para analizar la identidad de las personas transexuales. Esta reflexión tiene que ver con mi tesis de doctorado en Antropología, que fue una investigación sobre la transexualidad y la cultura. Con dicha investigación cristalizó mi inquietud feminista relativa a qué es lo que nos hace sentirnos mujer u hombre. Comúnmente, un ser humano que nace sexuado como hembra, se siente y asume mujer; de igual manera, un ser que nace con sexuación de macho, se siente y asume hombre. Pero hay quienes sienten haber nacido en un cuerpo equivocado y reivindican su identidad psíquica por encima de su biología. Un número significativo llega a transformar hormonal y quirúrgicamente su cuerpo para ajustar su apariencia a su sentir íntimo. Estas personas, a quienes hoy en día se las llama transexuales, representan un porcentaje muy pequeño de la población. Sin embargo, su mera existencia obliga a repensar la clasificación de los seres humanos a partir de la distinción conceptual entre sexo y género, y del reconocimiento del inconsciente.

Finalmente, cierro este volumen con una especie de recapitulación, “Dimensiones de la diferencia”,8  donde analizo la intersexualidad, la homosexualidad, la transexualidad y la diferencia sexual desde una perspectiva antiesencialista que encuentra en los procesos psíquicos, en la cultura y en la historia el peso determinante de las identidades. Inserto en una reflexión sobre el género como una lógica primordial de la cultura que convierte a las hembras y los machos de la especie en mujeres y hombres sociales, este ensayo aborda el caso de personas atípicas, como las intersexuadas y las transexuales, al mismo tiempo que reflexiona sobre la orientación homosexual y sobre el aborto, un problema sustantivo que se deriva de la diferencia sexual, todo ello con el trasfondo de los derechos humanos.

Mi propósito con estos ensayos ha sido hacer explícita la perspectiva que da cuenta de procesos que han desembocado en una transformación de la valoración tradicional de género. También quise mostrar que los múltiples traslapes de género en la vida cotidiana de las personas se deben a la intrincada trama del proceso mediante el cual ellas simbolizan la diferencia sexual, se estructuran psíquicamente con sus procesos inconscientes y resisten ciertos mandatos culturales. Por eso, para comprender el género —una pieza clave en la construcción de los habitus y la identidad— se requiere una perspectiva teórica que aborde tanto lo cultural como lo psíquico. En estas páginas trato de que se reconozca el papel fundante de la diferencia sexual y su impacto simbólico, al mismo tiempo que subrayo la necesidad de despojarla de sus connotaciones deterministas. El asunto es complejo, y bien dice Edgar Morin: “La complejidad es el desafío, no la respuesta”. Espero que, al menos, estos textos sirvan para delinear una mejor comprensión de la compleja articulación entre lo cultural, lo biológico y lo psíquico. Para quienes anhelamos una sociedad más justa es indispensable apuntalar el cambio de paradigma de género relativo a la identidad sexual y social de las personas, asumiendo que existe una diversidad de maneras de ser, y que todos los seres humanos deben gozar de los mismos derechos humanos.
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LA BIOÉTICA:
PROCESO SOCIAL Y CAMBIO DE VALORES







 

 

Público y privado son clasificaciones que, en el discurso político, se convierten en términos poderosos, pues se usan para tratar de legitimar o deslegitimar ciertos puntos de vista, con los intereses que los acompañan. ¿Cómo definir qué se considera asunto público o privado, cuando no existe una frontera natural entre estos dos ámbitos, sino que el límite se ha ido transformando históricamente? Algo muy importante de lo que está en juego en el debate sobre lo público y lo privado es definir qué decisiones de los ciudadanos atañen a la sociedad y cuáles pueden ser de su exclusiva competencia. Actualmente esta discusión se ha convertido en una batalla que se libra, principalmente, en el terreno de la sexualidad, la procreación y la familia. Una de las partes en la disputa la conceptualiza como una batalla moral, mientras que la otra la reivindica como una defensa de derechos individuales.

Cada día hay más acciones ciudadanas, incluso juicios legales, en defensa de la decisión individual de cada persona con respecto al uso reproductivo y sexual de su cuerpo, y al control sobre la duración de su vida. El derecho al aborto, al suicidio y a la eutanasia, así como el derecho a la libre opción sexual, que asume abiertamente la homosexualidad y reclama derechos iguales a los de las personas heterosexuales, son las reivindicaciones que más cuestionan la complacencia con la que se acostumbraba a invocar la idea de una única moral “auténtica”. La situación en la que nos encontramos en la actualidad es mucho más compleja de lo que se puede registrar en la posición de estar a favor o en contra, pues el meollo del asunto es el reconocimiento de la libertad de elegir de acuerdo con la propia conciencia.

Por eso el debate no puede plantearse como una simple división entre la adhesión a valores religiosos o laicos. Se trata, como señala Soper,


de una disputa entre una postura basada en una teoría moral y epistemológica, la cual sostiene que las diferencias de experiencia emergen como diferencias significativas y dotadas de una carga normativa solamente en función del discurso sobre los “derechos”, la “opresión”, etcétera; y otra postura que sostiene precisamente que esas diferencias de experiencia (como la del sufrimiento o su ausencia) son las que dan significado al discurso moral y distinguen sus planteamientos del capricho arbitrario o la preferencia subjetiva (1992: 184).



Los valores morales pueden ser defendidos desde cualquiera de las dos perspectivas


ya sea como productos discursivos que manifiestan las normas auto-creadas en las que están inmersas actualmente nuestras sociedades; o referidos a formas de explotación y resistencia que reflejan aspectos más universales de la experiencia y la potencialidad humanas, y que no son dependientes del discurso (1992: 184).



Reconocer la variedad de experiencias de vida que existe lleva a cuestionar el fácil recurso de la universalidad, como un conjunto común de planteamientos morales: una idea única de moral soslaya la existencia de diferentes posturas éticas. Para muchas personas las leyes vigentes no responden a sus opciones vitales. Los códigos existentes estereotipan ciertas formas de vida, violentando así la identidad y subjetividad de muchas personas. Es incuestionable que el desarrollo tecnológico y científico avanza mucho más rápido que las normas jurídicas. Cuando los avances son tan rápidos, parece difícil establecer un código ético que alcance el suficiente consenso como para tener valor legislativo. Esto resulta especialmente complicado para los médicos, que deben actuar frente a la creciente complejidad de su quehacer cotidiano, basándose en su propia ética si no existe una legislación específica que contemple la situación problema, o que deben tomar decisiones riesgosas al no estar de acuerdo con una legislación que consideran atrasada.

Hasta hace poco tiempo, los problemas éticos que el ejercicio de la medicina planteaba eran fácilmente superables con la aplicación del sentido común y con buena fe (Dexeus y Calderón, 1992). Pero el horizonte de las posibilidades biológicas que los adelantos científicos han abierto es amplísimo: trasplantes de órganos de donantes vivos o muertos, prolongación terapéutica o suspensión definitiva de la vida de enfermos en coma irreversible, diversas posibilidades de procreación asistida, interrupción y manipulación de embarazos, y múltiples formas de ingeniería genética. Todas estas cuestiones son consideradas actualmente como pertenecientes al campo de la bioética.

El término bioética, propuesto en 1971 por el científico estadunidense Van Rensselaer Potter, parece referirse a la ética de la vida, pero si partimos de que cualquier ética conlleva una visión del mundo (de la vida) y una conceptualización del ser humano (que también es vida), lo que se perfila con fuerza bajo el prefijo bio es la biología. En ese sentido la bioética inicialmente se definió como una ética de la investigación biológica.

Según Mancina (1987:15) los tres grupos de problemas que discute la bioética son:



	Temas relativos a la ética biomédica, en los que se analizan problemas como la relación médico-paciente, el diagnóstico prenatal, el trato hacia los minusválidos, el aborto, la eutanasia, etcétera. En general, se busca formular una ética médica capaz de dar respuesta a las exigencias derivadas de las nuevas actitudes hacia la salud, la vida y la muerte.

	Temas relativos al trato con los animales y el ambiente, en los que se toman en consideración los derechos de los animales, de los vegetales y del ambiente, para determinar la posibilidad de una relación armónica entre el ser humano y la naturaleza.

	Temas relativos a la ingeniería genética, en los que se consideran los problemas derivados de la posibilidad de intervenir genéticamente sobre los animales y el ser humano. En general, se busca entender cuáles deben ser los límites de la intervención humana en la materia, tomando en consideración los derechos de las generaciones futuras.





Cada uno de estos apartados genera una serie de cuestionamientos que dependen, incluso en su formulación, de los sujetos sociales que los realizan: desde los científicos dedicados a hacer investigaciones y experimentos hasta cualquier ciudadano preocupado por el futuro de la humanidad. Justamente ha sido la proliferación de experimentos e innovaciones la que ha hecho necesario un replanteamiento de los límites que no se deben rebasar.

El cuestionamiento del concepto “vida”, el cual se ha intentado formular de manera unívoca desde una perspectiva religiosa “que lo define como un valor en sí que hay que perseguir siempre por su inescrutable sacralidad” (Vegetti Finzi, 1989), ha desempeñado un papel muy importante en esta elaboración de una nueva ética en relación con la investigación biológica. La oposición de la Iglesia católica a todo lo relativo a la intervención humana en los procesos de vida parte del principio dogmático de que la mujer y el hombre no dan la vida, sino que son depositarios de la voluntad divina. De la formulación según la cual los seres humanos no dan la vida, y por lo tanto no pueden quitarla, se desprende la oposición católica al suicidio, el aborto y la eutanasia. Además, esta perspectiva considera que desde el momento de la fecundación el ser humano en formación tiene plena autonomía de la madre, cuyo cuerpo es un mero instrumento de Dios, y también que desde el mismo momento de la fecundación, el ser humano en formación es absolutamente equiparable al ser humano nacido, puesto que desde ese primer momento tiene alma.

Es evidente que desde una perspectiva que reconozca los límites y las potencialidades de las diferentes etapas del proceso biológico se formulan otros razonamientos éticos sobre la vida. Por ejemplo, al aceptar la actividad cerebral como el indicador por excelencia de la aparición de la consciencia, se establece una valoración sobre si la vida es solamente vegetativa. Esto ha operado en las decisiones relativas a los trasplantes de órganos y a sonados casos en que familiares han solicitado la eutanasia de un paciente con inactividad cerebral.

La bioética obliga a aceptar que hay dos lados del problema, el de la vida y el de la muerte, que están conectados y que reformular uno implica modificar el otro. Desde una perspectiva de la ciencia de la naturaleza


veremos que la vida está trenzada con la muerte y que los procesos de evolución, selección y equilibrio ecológico conllevan la supresión junto con la afirmación de la vida. El mismo proceso reproductivo prevé la pérdida de material genético (óvulos y espermatozoides en exceso) y de embriones malformados. Cualquier técnica que pretenda sustituir o modificar los procesos naturales se enfrenta en algún momento con la problemática de la muerte (Vegetti Finzi, 1989).



En el debate alrededor de la bioética confluyen disciplinas diversas: la filosofía, la medicina, la teología, el derecho, la economía, la psicología y otras ciencias sociales. Esto es así porque la reflexión sobre los temas planteados por la bioética tienen relación no sólo con la libertad de la ciencia sino, sobre todo, con el problema de la conciencia, tanto la del feto o la del paciente, como la del científico y la del ciudadano. La bioética expresa el dilema moderno entre la libertad individual y la responsabilidad social. Así como la autodeterminación y el derecho a disponer de nuestro cuerpo son principios de relevancia ética, también el trabajo de un biólogo sobre un embrión, o la intervención de un médico en una esterilidad, son cuestiones éticas que nos atañen.

Hace muchos años, en un debate sobre fertilización in vitro, dos investigadores españoles, Dexeus y Calderón (1992), expusieron su punto de vista como científicos y señalaron que hablar de bioética no podría conducir a establecer un manual de reglas o prohibiciones. “La bioética no es un repertorio de censura, sino la manifestación del empeño en dar sentido a la propia libertad del paciente. Es la preocupación constante por hacer el bien, de orientar la acción y no desentenderse de ella. En síntesis, es el mantenimiento equilibrado entre libertad y responsabilidad” (1992).

Esta conceptualización de bioética centra el problema en la idea de que las personas deben responsabilizarse de sus acciones. Pero esto lleva a reconocer el conflicto que enfrentan muchas personas por el rezago entre los códigos legales existentes y las nuevas pautas éticas. Esta brecha establece un margen de ilegalidad para los ciudadanos responsables que comparten la perspectiva científica que privilegia la vida consciente sobre la vegetativa. Este conflicto se empieza a resolver en las sociedades más desarrolladas cultural y políticamente, como Holanda, mediante el reconocimiento oficial del derecho de cada ciudadano a disponer de sus vidas. Curiosamente, en algunas de las sociedades consideradas “tradicionales”1  también existe el derecho sobre la propia vida e, incluso, sobre la de los recién nacidos.

Es interesante contrastar la vivencia y el manejo del código ético en diferentes sociedades. En las sociedades llamadas “tradicionales” todas las personas se conocen entre sí y obedecen las reglas de la interacción social sin tener que hacer elecciones morales por sí mismas. El código ético funciona como una autoridad moral heredada, que reglamenta rígidamente las obligaciones de las personas que conforman el grupo, definido por el parentesco, la etnicidad o la geografía. Se trata de un código deontológi-co que establece los deberes éticos con claridad. En cambio las llamadas “sociedades modernas” no tienen un código moral único, entendido éste como el conjunto de normas que definen las obligaciones éticas entre las personas, sino que coexisten varios. En la medida en que las sociedades se van “modernizando”,2  tanto la amplitud como la especificidad de las obligaciones morales cambian. La complejidad de las nuevas formas de organización social crea círculos más amplios de obligaciones que van más allá de las familiares y locales: los ciudadanos de las democracias modernas tienen obligaciones para con extraños.

Wolfe (1989) define al ser moderno como aquel que afronta las consecuencias de decisiones tomadas por desconocidos, al tiempo que toma decisiones que afectarán las vidas de personas que nunca conocerá. Problemas como la posibilidad de una guerra nuclear, la destrucción ecológica, la ingeniería genética y los límites al crecimiento económico y demográfico son algunos de los dilemas sin precedentes que los ciudadanos modernos enfrentan, y que no pueden ser resueltos a partir de las reglas inscritas en la tradición. Estos ciudadanos modernos se convierten en agentes morales ellos mismos y tienden a actuar con un código que no se establece como un conjunto de deberes fijos, sino en función del fin que se pretende lograr: un código teleológico.

Todos los códigos éticos de los diferentes grupos humanos pueden clasificarse en estos dos grandes apartados: los de orientación deontológica y los de orientación teleológica. La deontología ha sido llamada la ética del deber. Desde la perspectiva deontológica lo que define el comportamiento ético es el cumplimiento o incumplimiento de la regla. Por contraste, las éticas de corte teleológico identifican las aspiraciones de las personas y los objetivos hacia los cuales debería tender la conducta humana, pero si esos objetivos no se cumplen, no se considera que las personas hayan actuado de manera poco ética. Los códigos éticos de orientación deontológica tienden a subrayar la línea divisoria entre lo bueno y lo malo, mientras que los códigos éticos teleológicos aceptan gradaciones de lo malo a lo bueno, de lo infame a lo virtuoso, de lo permisible a lo inaceptable.

Dicho en otras palabras, los códigos deontológicos se preocupan por determinar el cumplimiento de la regla, mientras que los códigos te-leológicos se preocupan por determinar el grado de bondad o maldad de las acciones. Parecería que estas preocupaciones son equivalentes, que lo correcto es lo bueno y lo equivocado es lo malo. Sin embargo, no siempre es así. Lo correcto o incorrecto de las acciones a veces coincide, o entra en conflicto con la cantidad de bien o mal que pueden producir.

Para los deontologistas, las acciones son intrínsecamente buenas o malas por naturaleza y ni las consecuencias, ni las circunstancias ni las intenciones cuentan o pesan sobre la moralidad de las acciones. Varias doctrinas filosóficas y religiosas deontológicas son fundamentalistas y plantean que hay verdades y valores morales que existen independientemente de las personas. Esto lleva a la creencia en absolutos morales, y, como los absolutos no requieren interpretación, el fundamentalismo demanda obediencia absoluta. Richard Hare (1982), un filósofo inglés que trabajó sobre las valoraciones morales desde la racionalidad, describe el fanatismo como la actitud de quienes persiguen la afirmación de los propios principios morales dejando que éstos prevalezcan sobre los intereses reales de las personas de carne y hueso, y señala que las personas fanáticas permanecen indiferentes frente a los enormes daños que su actuación ocasiona a millones de seres humanos.

En cambio, la perspectiva teleológica incluye una serie de filosofías y doctrinas éticas bajo los nombres de “ética de las situaciones”, “existencialismo” y “relativismo ético”. Esta orientación plantea que no hay acciones buenas o malas a priori, que lo bueno y lo malo pueden variar de acuerdo con la situación, o la interpretación cultural en que se den y que el valor moral de una acción tiene que ver con la elección humana en situaciones concretas. La moral, por lo tanto, no consiste en un conjunto de reglas inamovibles, sino en ciertos principios que coinciden con los lineamientos del humanismo; pero la responsabilidad humana consiste en escuchar las demandas inmediatas del momento. De ahí que se reconozcan las excepciones, los matices. Algunas de las éticas teleológicas, como el situacionismo, subrayan el papel constitutivo de la elección humana en las determinaciones éticas y rechazan el legalismo de las posturas deontológicas.

Esta división entre códigos deontológicos y teleológicos suele coincidir con la división que también se da entre las perspectivas religiosas institucionales, por un lado, y las perspectivas religiosas no institucionales y laicas, por el otro. En ese sentido, cada vez se deja sentir más la influencia de la modernidad (y, para algunos, de la posmodernidad). Aunque muchísimas personas se asumen como creyentes y viven su fe y sus experiencias religiosas, es evidente que la religión ha dejado de ser la fuente de autoridad moral que una vez fue: los códigos morales basados en los dictados de Dios ya no guían las conductas del mundo moderno. Además, ni siquiera dentro de una misma religión hay acuerdo total sobre cuestiones morales. Esto se ha hecho evidente en las divisiones entre judíos ortodoxos y no ortodoxos; en la gran variedad de posturas de la teología protestante, que ha generado una proliferación de Iglesias que aceptan prácticas como la homosexualidad, el sacerdocio femenino, etcétera; y por el número cada vez mayor de personas creyentes que no acatan los preceptos y prohibiciones de la religión católica, así como por el surgimiento de grupos de católicos organizados que discrepan de la postura del Vaticano y que analizan cómo han cambiado históricamente las ideas morales de la Iglesia católica.3 

Además de las divisiones en el interior de las religiones, desde hace por lo menos dos siglos la cultura occidental se ha ido secularizando4  y esto ha afectado tanto al orden social como a las creencias y valores. Los seres humanos entendemos la autoridad moral según nuestra vivencia temporal y cultural. La paulatina, pero sostenida, secularización ha permitido asumir que el poder no proviene de Dios, sino de los propios ciudadanos. Aunque cada época histórica revela una conexión entre el poder y la autoridad que la conforman, en nuestro país coexisten personas que hoy habitan un tiempo tribal, otras uno mesiánico y unas más un tiempo moderno. Esta multidimensionalidad temporal y cultural, con sus correspondientes códigos morales, lleva a una pluralidad de percepciones y concepciones éticas. No es éste el espacio para analizar cómo pueden ser explicados y justificados los valores que respaldamos. Lo que interesa señalar es que, aunque los valores manifiestan aspectos universales de la experiencia y la potencialidad humanas, también son productos humanos y reflejan las normas que las personas creamos para convivir.

La sensibilidad moral de las personas se está transformando. Pero las dificultades que viven los ciudadanos de sociedades en transición hacia la modernidad (como nosotros) suelen generar una reivindicación del pasado: antes las cosas sí estaban claras y se sabía qué era lo bueno y qué lo malo. La declinación de las nociones tradicionales de obligación moral propicia mucha incertidumbre: antes había un código, hoy se confrontan varios. Pero la nostalgia del pasado no nos ayuda a resolver los dilemas del presente. No hay posibilidad de regresar a los esquemas de la moral tradicional. Esos códigos dejaron de tener vigencia justamente porque constriñen el potencial de desarrollo de las personas. No es que la modernidad socave la moralidad; más bien, la modernidad transforma el código moral en un intento de introducir elementos de racionalidad (Olivé, 1988).

El espíritu racionalista que anima a la ciencia en su búsqueda de la verdad nos lleva a no aceptar un destino impuesto por una voluntad sobrehumana, ni considerar que deba aguantarse lo que nos toca en la vida sin intentar cambiarlo o alterarlo (Miró Quesada, 1991). En la medida en que los desarrollos científicos y técnicos han ofrecido nueva información y han abierto las posibilidades de los seres humanos de ejercer su autonomía, los valores laicos han cobrado vigencia. Un ejemplo ilustrativo de preeminencia de un valor laico en nuestro país es el uso de los anticonceptivos: aunque la moral religiosa católica todavía hoy, a principios del siglo XXI, considera pecado el uso de métodos anticonceptivos y los prohíbe todos, menos los métodos naturales como la abstinencia y el ritmo, la mayoría de la sociedad mexicana no comparte esa opinión, tal como se muestra en el hecho de que tres cuartas partes de las mujeres en edad reproductiva usan anticonceptivos.

Cuando existen esquemas mentales tan diferentes como el deonto-lógico y el teleológico no hay manera de ponerse de acuerdo sobre cuáles son los principios fundamentales de la ética. Ni siquiera la filosofía racionalista, que ha desarrollado un esfuerzo sostenido para encontrar estándares universales de justicia con base en la razón, ha logrado establecer un marco adecuado de ideas sobre el comportamiento moral. No hay un solo criterio universal de ética o de justicia; a lo más, los principios éticos actuales se formulan como derechos humanos. De éstos, tres son fundamentales: el derecho a la vida, el derecho a la igualdad y el derecho a la libertad (Camps, 1992). El primero es el que causa más controversia, pues para muchas personas la vida, en abstracto, no tiene sentido, y para muchas otras la vida es un don divino. Precisamente en concepciones distintas sobre la vida es que se libra el debate bioético más candente, confrontándose la postura de la fe con la perspectiva de la ciencia. En los otros dos, igualdad y libertad, hay discrepancias menores, pues se refieren a la justicia social: el acceso igualitario a las condiciones básicas que hacen posible la libertad de elegir.

Es muy complicado tomar decisiones éticas en cuestiones relativas a la vida cuando se tienen perspectivas opuestas. Entender en qué radica la confrontación puede ayudar a deslindar el criterio religioso de los procesos jurídicos tendentes a establecer las nuevas normas de convivencia moral. Así ha ocurrido en otros países, donde los cambios en las legislaciones se han hecho a partir del reconocimiento de que las leyes no pueden basarse en creencias religiosas. A lo largo de la historia, los seres humanos hemos aspirado a lograr un orden en nuestras relaciones. Las leyes y los valores que rigen la convivencia son la concreción de esa aspiración, pero, en la medida en que la vida cambia y las leyes no lo reflejan, el orden social entra en conflicto. Aceptar los procesos sociales, los cambios en las conductas de las personas, lleva a una redefinición de lo público y lo privado, y de las leyes y los valores que regulan la vida. Varias sociedades democráticas modernas han despenalizado ciertas prácticas que implican una decisión individual de la persona, en relación con el uso reproductivo y sexual de su cuerpo, y el control sobre la duración de su vida, o sobre la calidad de vida que le parece aceptable. Los procesos que han llevado a esta decisión han significado una serie de confrontaciones inevitables. Sin embargo, se han logrado introducir nuevas valoraciones en el complejo problema del derecho a la vida, y también se ha planteado, por cierto, el derecho a la muerte.

El avance tecnológico ha generado una serie de actitudes paradójicas, entre ellas, la utilización de cualquier medio para evitar que las personas fallezcan de muerte natural, aun al precio de sufrimientos atroces. El encarnizamiento médico por mantener con vida a una persona es hoy un tema que se debate intensamente. El verdadero aporte de la ciencia es estar al servicio de la humanidad sin negar el sentido humano —perecedero— de la vida biológica, sino informando y acompañando al paciente en la toma de su decisión. La apuesta liberadora de la bioética es reivindicar la libertad de elección del sujeto y respetar su voluntad. Para ello se requiere aceptar la existencia de la pluralidad, de la diferencia, como fundamento de la condición humana. Desde dicha perspectiva se puede ver que no existen decisiones buenas o malas en sí mismas, sino que cualquier decisión resulta moral o inmoral según la relación de coherencia que una persona ha establecido consigo misma y con los demás, o sea, según la valoración ético-cultural del hecho en cuestión: interrumpir la vida o prolongarla. Así se pueden entender las distintas maneras de valorar los trasplantes de órganos, las técnicas de reproducción artificial, la eutanasia o el aborto, dependiendo de los valores desde los que se tome esa decisión. Lo inmoral, lo poco ético, es la violación de ese pacto de la persona con su conciencia y no una supuesta objetividad de los sucesos.

Mucha de la conflictividad del mundo actual se expresa también en los enfrentamientos por diferencias de valoraciones éticas. El derrumbe de la experiencia socialista en los países del Este, la globalización de los mercados y el aumento del fundamentalismo religioso en ciertos países conforman un panorama muy complejo. Ya Marramao (1993) habló del “desafío de una ‘edad global’ marcada por la irrupción de diferencias ético-culturales irreductibles” y expresó preocupación por el desnivel cultural “producido por el conflicto entre los valores y su traducción existencial”. No va a ser fácil asumir los dilemas que la razón, la democracia y la libertad nos plantean en un mundo con grandes sectores de población marginada, hambrienta o arraigada en esquemas religiosos fundamentalistas.

Al mismo tiempo, ya no se pueden hacer análisis rigurosos de los comportamientos individuales y sociales abstrayéndolos de la realidad corpórea de los sujetos de esos comportamientos. Las personas venimos al mundo en cuerpo de hombre o en cuerpo de mujer y esa diferencia tiene consecuencias distintas, sobre todo en la reproducción. Enfrentar la desigual valoración que la sociedad ha construido ante la diferencia sexual es una tarea de la bioética, que conduce inevitablemente al espinoso problema del aborto.

Éste aparece por el momento como el tema más controvertido y difícil de resolver porque, según Macklin (1995), la discusión no se limita sólo a especialistas, sino que ha involucrado a la sociedad en su conjunto. Además, los puntos de vista que se expresan tienen que ver con valores y con posturas ideológicas, y no con posiciones racionales o científicas. La controversia se debe a que la cuestión por definir —la interrupción de la vida de una persona o del proceso mediante el cual se llega a ser persona— se puede formular desde varias posiciones: científicas, religiosas, jurídicas, etcétera. Según Macklin, en el discurso bioético se pueden distinguir tres posturas sobre la importancia del concepto persona para resolver los dilemas morales sobre el aborto:

 

a) la que sostiene que llegar a un acuerdo sobre el tema del aborto depende de que se llegue a un acuerdo sobre si el embrión/ feto es persona y, en ese caso, sobre el momento en que empieza su desarrollo como persona;

b) la que sostiene que el aborto puede justificarse moralmente, aunque se reconozca que el embrión/feto es persona desde el momento de la concepción;

c) la que sostiene que es imposible tener un conjunto de condiciones necesarias y suficientes para definir el “ser persona” y que concluye que este punto debe ser considerado totalmente irrelevante para la resolución de la controversia sobre el aborto.

 

El amplio rango de criterios existentes para definir quién o en qué momento es persona ha demostrado la imposibilidad de utilizar esta definición para resolver la controversia. Si distintas perspectivas religiosas y éticas aceptan o prohíben el aborto es justamente porque existen valoraciones distintas sobre cuándo se es una persona. Esta pluralidad de posturas ha ido conformando ciertas tendencias jurídicas, con un rechazo cada vez mayor a “un iusnaturalismo inmutable con eventuales conexiones metafísicas” (Martín Mateo, 1987: 171). Por ello es imposible establecer un código bioético definitivo. Frente a esta imposibilidad de encontrar un código de valores de aceptación general para el ámbito relacionado con las ciencias de la vida se vislumbra una serie de soluciones intermedias, entre las que se encuentra el establecimiento de un bioderecho, o sea, una normativi-dad jurídica que configure lo que se denomina el ámbito lícito de la bioac-tividad. También aquí hay criterios lo suficientemente amplios como para que quepan varias posturas. Dentro del campo del derecho internacional, la normativa que directamente afecta al bioderecho, influyendo en sus formulaciones nacionales, es la que se refiere a los derechos humanos, y más concretamente al derecho a la vida. Pero justamente la discrepancia valo-rativa sobre la vida5  es lo que dificulta el establecimiento de una norma. No hay un significado unívoco de vida. Preguntarse qué tipo de vida, para qué la vida y otras interrogantes similares conduce al problema de la calidad de vida. ¿Qué se valora más, la vida vegetativa o la vida cerebral?

Parece que estamos atrapados en un círculo vicioso, pero la situación es, desde una perspectiva mundial, más alentadora. Las acciones de los ciudadanos han ido ampliando y transformando los márgenes de lo que se consideraba aceptable o moral. Actualmente, en más de tres cuartas partes de la población del mundo está permitido el aborto por voluntad de la mujer, por factores sociales y económicos, y por amplios motivos médicos (aquí se encuentran las democracias más avanzadas del mundo, además de algunos países de lo que se llamó el bloque socialista). La cuarta parte restante se divide entre los países donde sólo está permitido para salvar la vida de la madre (en este grupo están la mayoría de los países islámicos, casi dos tercios de los de América Latina, una mayoría de países africanos y entre los europeos sólo Irlanda), mientras que la minoría prohíbe totalmente el aborto.6  Que una conducta como la interrupción del embarazo se repita millones de veces en todos los países del mundo, y que la mayoría de la población la acepte, significa, no sólo que varían los esquemas morales en los diferentes grupos humanos, sino que la tendencia mundial es hacia la despenalización. Esto es el resultado del reconocimiento de las graves consecuencias sanitarias y de justicia que implica considerar el aborto un delito. Se ha comprobado que ningún programa de partido político, ninguna decisión parlamentaria, ninguna consigna gubernamental tiene como objetivo someter a persecución y tratamiento criminal ante los tribunales de justicia a las mujeres que interrumpen sus embarazos, pues son millones las mujeres que todos los días, en todos los países del mundo, recurren a esta medida. No existen denuncias por parte de otros ciudadanos, ni hay ninguna intención de que se cumpla la ley.

La despenalización se ha resuelto de diversas maneras. Una ha sido mediante el recurso a definir el aborto como un derecho a la privacidad, o sea, un derecho a que el Estado no se entrometa en la vida privada. En esta perspectiva se basó la Suprema Corte de Justicia de Estados Unidos en su famosa resolución Roe versus Wade (Tribe, 1993). Pero el resultado de tal resolución es que mientras sea un asunto privado, la mujer podrá ejercer su derecho a abortar si tiene recursos suficientes para pagar el servicio. Entonces, la disputa en Estados Unidos se ha centrado en impedir que los servicios públicos ofrezcan la interrupción legal del embarazo y en atacar a los servicios privados que la ofrecen.

En México no ha habido una discusión bioética filosófica que encuadre el problema del aborto. Aunque la lucha feminista por la legalización del aborto se inició en los años veinte, y tuvo fuerza durante los treinta (Cano, 1990), es recién a raíz de la despenalización del aborto en la ciudad de México, en abril de 2007, que se han confrontado perspectivas que oponen el derecho de la mujer versus el derecho del embrión. El debate político ha sido coyuntural7  y ha mantenido una polarización entre los voceros de la Iglesia católica (los políticos y empresarios conservadores) y las feministas y sus aliados: intelectuales, científicos, periodistas y políticos.

Además, la discusión sobre los límites y alcances de la bioética tiene poca tradición en nuestro país. La Organización Panamericana de la Salud (OPS) publicó en 1990 el libro Bioética: temas y perspectivas8  que, según la Oficina Sanitaria Panamericana, es el primer volumen “del sistema internacional de salud en abordar la teoría y la práctica de la bioética” y que “constituye también el primer análisis de este campo en América Latina”. Allí aparece un capítulo titulado “Panorama bioético en México”, a cargo de los doctores José Kuthy Porter y Gabriel de la Escosura, cuyas adscripciones institucionales aparecían respectivamente como la Dirección de la Escuela de Medicina de la Universidad Anáhuac y la Unidad de Neumo-logía del Hospital General de México. El artículo tiene apreciaciones muy discutibles, como que los principios de ética en la práctica de la medicina clínica en general “han sido sustancialmente respetados en virtud de los principios cristianos de la formación familiar y social que impera en México”; aunque los autores tratan de equilibrar las citas de Juan Pablo II o de documentos como la Instrucción sobre el respeto de la vida humana naciente y la dignidad de la creación9  del entonces cardenal, y posteriormente papa, Joseph Ratzinger, con información institucional de la Secretaría de Salud, en especial la referida a la Ley General de Salud, es evidente que se trata de una posición conservadora. En ese artículo se informa que un grupo formado por médicos, humanistas, sociólogos, filósofos e investigadores han fundado la Academia Mexicana de Bioética.

En cambio, el artículo “Sobre el consentimiento informado” de Juan Ramón de la Fuente, entonces director de la Facultad de Medicina de la Universidad Nacional Autónoma de México, y María de Carmen Lara, del Instituto Mexicano de Pediatría, también publicado en ese volumen, es de otro tenor. Estos autores abordan la controversia sobre el concepto de autonomía y tocan las cuestiones de la información y el consentimiento. De la Fuente y Lara se concretan a analizar las limitaciones y condiciones para que los pacientes puedan participar en la toma de decisiones médicas que les conciernen, señalando que esto depende, fundamentalmente, del encuadre ético del que se parta.

Los artículos periodísticos de Arnoldo Kraus, primero en La Jornada y después en Reforma, han sido una contribución importante, pues tratan temas relativos a la bioética desde una perspectiva médica progresista y ofrecen información concreta a los lectores. Por ejemplo, en “Muerte cerebral: dilemas y más dilemas” (Kraus, 1993), después de señalar que hay varios criterios para establecer la muerte cerebral, da a conocer siete requisitos establecidos en los Criterios de Harvard:



	Coma que no responde a la terapéutica habitual.

	Apnea (ausencia de respiración).

	Ausencia de reflejos encefálicos (los reflejos encefálicos son aquellos que requieren que las estructuras del tallo cerebral estén íntegras; el reflejo pupilar y los movimientos extraoculares son los que explora el clínico).

	Ausencia de reflejos espinales (noción que se presta a controversia, pues las estructuras de la médula espinal pueden mantener su función a pesar de la muerte cerebral).

	Electroencefalograma isoeléctrico (el electroencefalograma normal muestra diferentes picos de actividad eléctrica que traducen la actividad del sistema nervioso central).

	Persistencia de las mismas condiciones por lo menos por 24 horas.

	Que no exista evidencia de intoxicación por drogas o hipotermia.





Sin embargo, mientras en otras partes se establecen nuevos criterios bioéti-cos a partir de procesos de escrutinio y discusión, aquí se expresan posturas ideológicas sin mayor trámite. De ahí que algunas iniciativas, como el Primer Congreso Nacional sobre Bioética, que se llevó a cabo del 24 al 26 de marzo de 1993, realizado en la Universidad Anáhuac, consistió en una reunión de diversos grupos “defensores de la vida” que reducían la utilización de la bioética a un paraguas ideológico de la postura antiaborto.

Por otra parte, en el Instituto Nacional de Pediatría de la Secretaría de Salud se realizó, a principios de 1993, el Congreso Internacional de Bioética en Pediatría. El doctor Guillermo Soberón Acevedo, presidente de la Fundación Mexicana para la Salud, exsecretario de Salud y exrector de la UNAM, participó con una ponencia donde, además de señalar que los abortos son la cuarta causa de muerte en los hospitales del país, señala la urgencia de anticiparse a los problemas que plantea la bioética y establecer reglas claras (Soberón, 1993).

Pero al margen de las todavía aisladas discusiones sobre bioética entre especialistas de una u otra perspectiva, nuestra sociedad avanzó en la despenalización del aborto a partir de las reformas realizadas en 2000 para poner las causales permitidas de aborto del D.F. al mismo nivel de otros códigos en distintas entidades federativas. Las reacciones escandalosas de la derecha, unidas al sesgo conservador de varias iniciativas legislativas sobre temas de bioética, como la clonación terapéutica y las células troncales, preocuparon a varios científicos e intelectuales que se dieron cuenta de que no existía en México un grupo con perspectiva bioética laica que se contrapusiera a los grupos conservadores. No sólo era necesario informar a la opinión pública, sino también asesorar a la clase política sobre cuestiones técnicas de esos campos. Una mezcla de médicos, filósofos y abogados se empezó a reunir desde 2002 y decidió constituirse en una asociación civil: el Colegio de Bioética, A. C. Éste se fundó el 10 de febrero de 2003, y el doctor Ruy Pérez Tamayo asumió el cargo de presidente, junto con Rubén Lisker, Ricardo Tapia, Rodolfo Vázquez, Pedro Morales Aché, Ar-noldo Kraus, Margarita Valdés y Marcia Muñoz de Alba (q.e.p.d.). Luego se han ido sumando más figuras.10 

Desde su inicio, el Colegio de Bioética estuvo muy activo, ya que no sólo fungió como consultor de los legisladores, sino que además tuvo una intensa actividad académica. Organizó ciclos de conferencias sobre bioética en la Facultad de Medicina (2003) y en la Facultad de Filosofía y Letras (2004) de la UNAM, así como en otras instituciones académicas; trabajó en un curso sobre el mismo tema para médicos generales, en colaboración con la Academia Nacional de Medicina y el posgrado de la UNAM. Además, organizó el Simposio Internacional de Bioética junto con la International Association of Bioethics y la Facultad de Medicina de la UNAM. Con el título de “Bioética, Salud y Justicia Social”, el simposio se llevó a cabo entre el 9 y el 11 de noviembre de 2005. Tuvo trece sesiones de trabajo, con la participación de diecinueve ponentes extranjeros y veinte nacionales.

Lo relevante de las actividades del Colegio de Bioética es que, conservando su rigor científico, manifiesta sus posturas con desplegados en la prensa ante hechos que tienen interés público. Así, en 2005 felicitó al secretario de Salud, Julio Frenk, con motivo de la inclusión de la anticoncepción de emergencia o “píldora del día siguiente” en el Cuadro Básico de Medicamentos. También expresó su extrañamiento al Delegado Mexicano ante las Naciones Unidas cuando votó en contra de la clonación humana terapéutica, pasando por encima de la opinión favorable de la mayoría de las sociedades científicas del país. Además de los varios artículos académicos y de divulgación de muchos de los integrantes del Colegio de Bioética, la institución ha publicado dos títulos: el Diccionario incompleto de bioética, de Arnoldo Kraus y Ruy Pérez Tamayo (2003), y el primer volumen de la serie Textos de bioética, coordinado por Ruy Pérez Tamayo, Rubén Lisker y Ricardo Tapia (2007).

El grupo de investigadores de distintos campos de la bioética, reunidos en el Colegio de Bioética, tuvo un papel esencial durante el proceso de despenalización del aborto en la ciudad de México al comunicar conocimientos científicos que sirvieran para tomar la decisión política. Así, el 17 de abril de 2007, el Colegio de Bioética11  publicó un desplegado donde apoyaba la propuesta de despenalización con las siguientes razones:

 

1. En un Estado laico como México no se puede permitir que las creencias o ideologías religiosas influyan sobre las leyes que van a regir tanto a creyentes como a no creyentes. Es desde esta perspectiva laica que expresamos nuestra opinión con argumentos bioéticos y científicos.

 

2. Los conocimientos científicos sobre el genoma, la fertilización, el desarrollo del embrión humano y la fisiología del embarazo indican que el embrión de doce semanas no es un individuo biológico ni mucho menos una persona, porque:

 


a) Carece de vida independiente, ya que es totalmente inviable fuera del útero.

b) Si bien posee el genoma humano completo, considerar que por esto el embrión de doce semanas es persona obligaría a aceptar como persona a cualquier célula u órgano del organismo adulto, que también tienen el genoma completo. La extirpación de un órgano equivaldría entonces a matar a miles de millones de personas.

c) A las doce semanas, el desarrollo del cerebro está apenas en sus etapas iniciales y no se ha desarrollado la corteza cerebral ni se han establecido las conexiones nerviosas hacia esa región que son indispensables para que puedan existir las sensaciones.

d) Por lo anterior, el embrión de doce semanas no es capaz de experimentar dolor ni ninguna otra percepción sensorial, y mucho menos de sufrir o de gozar.



 

3. La penalización del aborto atenta contra los siguientes derechos de la mujer:

 


a) a decidir sobre su propio cuerpo, es decir, violenta su derecho a la autonomía;

b) a decidir y realizar su propio plan de vida, es decir, violenta su derecho a la libertad;

c) al cuidado y preservación de su salud e integridad física y mental, pues los abortos clandestinos y en condiciones insalubres generan graves daños a la salud, lo que violenta su derecho a la dignidad;

d) a la equidad de oportunidades, ya que la mayoría de las mujeres no puede pagar los abortos ilegales caros y bien practicados, por lo que es un factor de discriminación y violenta su derecho a la igualdad.



 

4. La penalización del aborto afecta a todas las personas, tanto a aquellas que lo consideran un crimen como a quienes no comparten esa idea. En cambio, la despenalización del aborto NO OBLIGA a realizarlo a quienes están en su contra, sino que simplemente permite una alternativa a las mujeres que consideran que la continuación del embarazo resultaría en un mal mayor que el aborto.

 

El mayor mérito del Colegio de Bioética fue, en palabras del presidente fundador Ruy Pérez Tamayo: “manejar la información científica actualizada y completa, sin omisiones o tergiversaciones sectarias, y siempre incluyendo las experiencias relevantes al tema de otros países, cuyos resultados pueden orientar mejor a los legisladores”. Además, todos sus integrantes reivindicaron la importancia de respetar el laicismo y de conducirse con una ética laica y sin prejuicios religiosos en materia de leyes. Al día siguiente, 18 de abril de 2007, apareció otro desplegado, en esta ocasión de la gubernamental Comisión Nacional de Bioética, firmado por su presidente, Guillermo Soberón y su secretaria Dafna Feinholz, donde señalaban que la Comisión no se pronunciaba a favor o en contra, “a pesar de que algunos de sus miembros lo hagan a título personal”. No vale siquiera la pena hacer un comentario al respecto.

Evidentemente, ante un hecho con el peso político y simbólico de la despenalización, la derecha no iba a quedarse con los brazos cruzados. Dos meses después del fallo de la SCJN, que mandaba una señal alentadora para que los congresos locales realizaran despenalizaciones similares en los estados, el PAN junto con el PRI impulsaron una serie de reformas a las Constituciones estatales para “proteger la vida desde el momento de la concepción hasta la muerte natural”. Es indiscutible que toda protección a la vida es loable y necesaria, pero la vida se trata de un bien jurídico que acepta excepciones (la legítima defensa, el aborto, la eutanasia, incluso la guerra). Es llamativa la ignorancia sobre el hecho de que todos los países democráticos que han despenalizado el aborto (los de Europa, por ejemplo) también consagran la protección a la vida en sus Constituciones. Ambos valores no son excluyentes. La protección a la vida es un valor absoluto, que admite excepciones.12  Sin embargo, en México dicha “protección” fue una argucia destinada a introducir la creencia de que ya no se podrían interrumpir embarazos. Construida como un dispositivo dirigido a “blindar” a las demás entidades federativas contra el aborto legal, tal como existe en el Distrito Federal, la “protección a la vida desde el momento de la concepción” que se ha legislado en 16 de las 32 entidades federativas13  ha provocado que mujeres que llegan a las instituciones de salud con abortos en curso, algunos espontáneos, sean remitidas a la justicia en lugar de darles atención médica.

En los congresos estatales se optó hacer caso omiso de la ponderación entre los derechos de las mujeres y la protección de la vida en gestación que acababa de realizar la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN). Los diputados locales no se interesaron por las explicaciones bioéticas, ni por el largo debate, con audiencias públicas, expertos y amicus curiae, que los ministros de la SCJN propiciaron para responder al complejo dilema de qué hacer prevalecer: ¿la vida del embrión o el derecho de la mujer? En su resolución, la SCJN definió un marco constitucional muy cuidadoso, donde se establece el derecho de la mujer dentro de ciertos límites que protegen al producto: no es lo mismo un embrión de doce semanas que un feto de veintitantas. Pero los diputados, en lugar de hacer un esfuerzo por comprender el sentido de la resolución de la SCJN y sus implicaciones constitucionales, volvieron sobre los trillados argumentos de los grupos mal llamados pro-vida.

Puesto que en el Distrito Federal todos los esfuerzos de la jerarquía católica para obstaculizar el avance de la despenalización han fracasado rotundamente (la Ley Robles de 2000, las reformas de 2003 y la despenaliza-ción de 2007), la “protección a la vida desde el momento de la concepción” aparece tanto como una acción simbólica para complacer al Vaticano, que ha producido incertidumbre jurídica. El aborto es un problema que no debe legislarse desde posturas religiosas y en la ignorancia del complejo debate bioético que implica, sino sabiendo que los dolores e injusticias provocadas por la penalización seguirán presentes hasta que no se homologue la misma ley despenalizadora en todos los estados. Hasta entonces, la utilización política del aborto seguirá a la orden del día.
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